
 

 

ESTUDIOS PREVIOS DE CONVENIENCIA Y OPORTUNIDAD PARA LA REALIZACIÓN DEL PROCESO 
DE SELECCIÓN DE CONTRATISTAS POR MÍNIMA CUANTÍA (NUMERALES 7 Y 12 ARTÍCULO 25 LEY 

80 DE 1993, NUMERAL 5 DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY 1150 DE 2007, Y ARTÍCULO 2.2.1.1.2.1.1. 
DEL DECRETO 1082 DE 2015-) 

CONTRATANTE: DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA  
SECTORIAL SOLICITANTE: SECRETARÍA DE OBRAS PÚBLICAS DEPARTAMENTAL 

RESPONSABLE: 
SIRLE DIAZ MEJIA  
Secretaria de Obras Públicas Departamental 

MODALIDAD  MÍNIMA CUANTÍA 

TIPO DE CONTRATO A 
CELEBRAR 

INTERVENTORIA 

OBJETO: 

INTERVENTORIA TÉCNICA, AMBIENTAL, ADMINISTRATIVA, 
CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA DE 
OBJETO: “ADECUACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA 
ADMINISTRATIVA E INSTITUCIONAL PARA LA PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS DE CONTROL, VIGILANCIA Y GARANTÍA DE DERECHOS EN 
EL MUNICIPIO DE SAN JUAN DEL CESAR, DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA” 

PLAZO:   TRES (3) MESES, el plazo estimado será hasta el 31 de diciembre de 2026 

VALOR: 
CUARENTA Y CINCO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS MIL 
QUINIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS CON VEINTE CENTAVO M/L ($ 
45.462.568,20) 

DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE LA ENTIDAD ESTATAL PRETENDE SATISFACER 
(Numeral 1º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

Conforme lo establece el artículo 2º de la Constitución Política de Colombia, son fines esenciales del 
Estado servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; asimismo, las autoridades de la República 
están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares. 
 
El artículo 209 de la Constitución Política dispone que la función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones, debiendo las autoridades administrativas coordinar sus actuaciones para 
el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. 
 
El artículo 277 de la Constitución Política atribuye a la Procuraduría General de la Nación, por sí o por 
medio de sus delegados y agentes, la vigilancia del cumplimiento de la Constitución, las leyes, las 
decisiones judiciales y los actos administrativos; la protección de los derechos humanos; la defensa de los 
intereses de la sociedad; la vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones 
públicas y el ejercicio preferente del poder disciplinario. El ejercicio material de estas competencias en el 
territorio exige la disponibilidad de infraestructura física adecuada, segura, funcional y accesible. 



 

 

 
Por su parte, el artículo 298 de la Constitución Política asigna a los departamentos funciones 
administrativas de coordinación, de complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre 
la Nación y los municipios y de prestación de los servicios que determinen la Constitución y las leyes, 
marco dentro del cual se inscribe la intervención de infraestructura pública destinada al fortalecimiento 
de la presencia institucional del Estado en el territorio departamental. 
 
En este contexto, la Entidad tiene prevista la ejecución del contrato de obra cuyo objeto es “ADECUACIÓN 
Y MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA ADMINISTRATIVA E INSTITUCIONAL PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE CONTROL, VIGILANCIA Y GARANTÍA DE DERECHOS EN EL MUNICIPIO 
DE SAN JUAN DEL CESAR, DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA”, proyecto orientado a intervenir y mejorar 
las condiciones físicas de la infraestructura destinada al funcionamiento y prestación de servicios 
institucionales relacionados con el control, la vigilancia y la garantía de derechos de la comunidad.  
 
 
En este sentido, el Articulo 83 de la Ley 1474 de 2011 establece que con el fin de proteger la moralidad 
administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la 
actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta 
ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda. La 
interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una 
persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del 
contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión de 
este lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la 
naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, 
contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría. 
 
La interventoría, en el contexto de la contratación estatal, se considera como el conjunto de actividades 
que en representación de la entidad realiza una persona natural o jurídica para vigilar, controlar, verificar 
y colaborar en la ejecución de los contratos o convenios. La vigilancia al cumplimiento del contrato 
corresponde a una exigencia legal que tiene el propósito de asegurar al máximo el cumplimiento del 
objeto contractual, de los fines de la contratación y la satisfacción de los intereses de la entidad mediante 
la obtención del fin perseguido. 
 
Para garantizar el cumplimiento de estos principios y fines de la contratación en términos de calidad y 
oportunidad, es necesario, conveniente y oportuno adoptar mecanismos de control y seguimiento a través 
de una interventoría que aseguren y garanticen a la entidad como a sus responsables el cumplimiento del 
objeto contractual.  
 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, atendiendo que para el 
seguimiento y vigilancia del contrato de obra se requiere un conocimiento especializado con el que no se 
cuenta por parte de la Secretaría de Obra Departamental, se debe adelantar un proceso contractual para 
contratar a una persona que realice la interventoría al contrato de obra fruto de la Selección Abreviada 
de Menor Cuantía No. SAMC-009-2026. 



 

 

 
De esta forma, y en razón a todo lo anterior, se requiere dar inicio a este proceso de selección, en aras de 
contratar la “INTERVENTORIA TÉCNICA, AMBIENTAL, ADMINISTRATIVA, CONTABLE Y JURÍDICA PARA 
EL CONTRATO DE OBRA PUBLICA DE OBJETO: “ADECUACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA 
INFRAESTRUCTURA ADMINISTRATIVA E INSTITUCIONAL PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE 
CONTROL, VIGILANCIA Y GARANTÍA DE DERECHOS EN EL MUNICIPIO DE SAN JUAN DEL CESAR, 
DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA””. 
 
Por lo anterior se recomienda así aceptar el presente estudio de Oportunidad y Conveniencia en los 
términos y condiciones planteados, debido a que se encuentra en concordancia con los principios de 
economía, eficiencia y eficacia. 
 
En consecuencia, se estima conveniente y oportuno la contratación del objeto es “INTERVENTORIA 
TÉCNICA, AMBIENTAL, ADMINISTRATIVA, CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL CONTRATO DE OBRA 
PUBLICA DE OBJETO: “ADECUACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA 
ADMINISTRATIVA E INSTITUCIONAL PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE CONTROL, 
VIGILANCIA Y GARANTÍA DE DERECHOS EN EL MUNICIPIO DE SAN JUAN DEL CESAR, 
DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA” 

OBJETO A CONTRATAR CON SUS ESPECIFICACIONES. 
(Numeral 2º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

OBJETO: INTERVENTORIA TÉCNICA, AMBIENTAL, ADMINISTRATIVA, CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL 
CONTRATO DE OBRA PUBLICA DE OBJETO: “ADECUACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA 
INFRAESTRUCTURA ADMINISTRATIVA E INSTITUCIONAL PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE 
CONTROL, VIGILANCIA Y GARANTÍA DE DERECHOS EN EL MUNICIPIO DE SAN JUAN DEL CESAR, 
DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA. 
 
CLASIFICACIÓN UNSPSC: 
 

CODIGO UNSPSC DESCRIPCION 
80101600 GERENCIA DE PROYECTOS 
81101500 INGENIERIA CIVIL 

 

PLAZO: El plazo para la ejecución del contrato que se pretende será de TRES (3) MESES, contados a 
partir de la suscripción del acta de inicio entre el contratista y el supervisor designado, previo 
cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del Contrato. 

LUGAR DE EJECUCIÓN: En el Municipio de San Juan del Cesar, del departamento de La Guajira. 

FORMA DE PAGO: La Entidad realizará pagos mensuales al Interventor en pesos colombianos, con base 
en los servicios efectivamente ejecutados, revisados y aceptados a satisfacción por el supervisor del 
contrato, correspondientes al mes inmediatamente anterior al periodo facturado. Estos pagos deberán 
estar debidamente soportados en actas de interventoría y ser verificables. 
 
El pago se efectuará dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la presentación de la factura, 



 

 

siempre que esta esté acompañada de: 
 
- El acta de recibo a satisfacción suscrita por el supervisor designado. 

- La certificación de estar al día en el pago de aportes al Sistema de Seguridad Social y Parafiscales, 
conforme al parágrafo 1 del artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. 

 
El supervisor únicamente aprobará pagos (parciales o final) respecto de actividades debidamente 
ejecutadas, comprobables y soportadas. Para que se cause el pago final del contrato, el Interventor 
deberá acreditar que se encuentra a paz y salvo con todos los proveedores, subcontratistas y empleados 
que hayan participado en la ejecución del contrato. Sin dichos soportes, la Entidad no realizará el recibo 
de la factura correspondiente al pago. 
 
Cada ítem del acta de interventoría no podrá exceder el valor mensual propuesto por el contratista en la 
oferta presentada. La última acta de pago estará condicionada a la liquidación del contrato de obra y se 
utilizará para efectuar los pagos pendientes, siempre que estén debidamente soportados. 
 
La Entidad no será responsable por retrasos en el pago al Interventor cuando estos sean ocasionados 
por documentación incompleta o por el incumplimiento de las condiciones contractuales. Además, 
realizará las retenciones a que haya lugar conforme a la normatividad vigente. 
 
Las facturas o documentos equivalentes deberán radicarse en el mismo mes en que se causen, y su pago 
se realizará de acuerdo con las políticas de la Tesorería de la Entidad y conforme al Plan Anual de Caja 
(PAC). 
 
En caso de que el Interventor pretenda ceder sus derechos económicos derivados del contrato o realizar 
cualquier negocio jurídico que implique el pago a terceros o a un patrimonio autónomo, deberá contar 
con autorización previa y expresa de la Entidad. Para ello, deberá acreditar que se encuentra a paz y 
salvo con sus proveedores y subcontratistas vinculados a la ejecución del contrato. 
 
El valor total del contrato incluye todos los costos y gastos en que deba incurrir el Interventor para 
cumplir su objeto contractual. Por tanto, no habrá lugar a pagos adicionales, salvo en casos de fuerza 
mayor o caso fortuito debidamente comprobados. 
 
El departamento pagará por precios unitarios de acuerdo con la oferta presentada por el interventor. 
 
ANTICIPO: En el presente proceso de contratación la entidad no entregará al contratista anticipo. 

OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA: 

OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA: 

1. Realizar el control y verificación de la ejecución del contrato principal, a fin de garantizar a la 
entidad, el cumplimiento de las condiciones y obligaciones correlativas establecidas en los mismos, 
especialmente en lo referente a las especificaciones técnicas (calidad y cantidad), programa de 



 

 

ejecución física y de inversiones (cronograma de actividades de los contratos) así como de las 
exigencias técnicas, ambientales, sociales, administrativas, contables, legales y financieras, de 
acuerdo con la naturaleza de los contratos.  

2. Mantener estricta reserva y confidencialidad sobre la información que conozca por causa o con 
ocasión del contrato, así como, respetar la titularidad de los derechos de autor, en relación con los 
documentos, obras, creaciones que se desarrollen en ejecución del contrato.  

3. Dar aplicación al Manual de Interventoría vigente, y cumplir con los procedimientos en él 
estipulados, en los diversos eventos que se presenten.  

4. Conocer el Pliego de Condiciones de los Contratos de Obra, sus Adendas, Anexos, Formatos y 
Apéndices, los documentos que los modifican y aclaran, las propuestas y los contratos 
detalladamente, así como las normas internas de la entidad y la normatividad vigente sobre el tema 
a intervenir.  

5. Mantener debidamente organizado un archivo con toda la información utilizada y elaborada durante 
la ejecución del contrato de obra objeto de la Interventoría, así como de la ejecución del Contrato de 
interventoría objeto del presente proceso de selección, tales como correspondencia o correos 
electrónicos cruzados con el contratista de Obra, requerimientos, actas de reuniones, instrucciones 
impartidas, y demás documentos necesarios para el control físico y financiero de los contratos de 
obra y de interventoría, relacionando en general toda la información que se refiera al desarrollo de 
los mismos. Este archivo será cuidadosamente conservado y actualizado por El Interventor, quien a 
la terminación del contrato de interventoría o cuando la entidad lo requiera, lo entregará 
debidamente foliado y organizado cronológicamente, con el fin de que sea anexado al expediente 
contractual. 

6. Efectuar requerimientos escritos a los contratistas cuando estos sean necesarios a fin de exigirles el 
cabal cumplimiento del contrato.  

7. Dar oportuno trámite y aprobación a las solicitudes de adición, prorroga, suspensión o modificación 
del contrato de obra, soportadas en razones que ameriten la petición, teniendo en cuenta que ningún 
caso deben sustentarse en la mera liberalidad de las partes. 

8. Presentar oportunos informes sobre situaciones que atenten en contra de la entidad el equilibrio 
económico o financiero del contrato, realizando la respectiva recomendación financiera y/o técnica 
y/o legal a la Entidad a efectos de compelerlas. 

9. Informar a la Entidad cuando se requiera que en desarrollo o con ocasión del contrato de obra, se 
presenten daños que puedan causar perjuicios a la entidad a efecto de que se realicen los trámites 
inherentes al adelantamiento de las acciones conducentes a obtener su indemnización.  

10. Verificar que, durante el desarrollo y ejecución del contrato de obra, se mantengan las condiciones 
técnicas, económicas y financieras existentes al momento en que los contratistas presentaron su 
propuesta. Con tal fin propondrá la utilización de los mecanismos pactados de ajuste y revisión de 



 

 

precios o los procedimientos de revisión y corrección, o resolución de conflictos, según el caso, 
previstos en la ley.  

11. Actuar de tal modo que, por su causa, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de 
las obligaciones a cargo de los contratistas de obra. Con este fin, en el menor tiempo posible, 
presentará informes sobre la necesidad de corrección de los desajustes que pudieren presentarse o 
de acuerdos sobre los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida 
y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse.  

12. Acreditar el pago de los aportes de sus empleados a los sistemas de salud, riesgos profesionales, 
pensiones y aportes a las cajas de compensación familiar, Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje cuando a ello haya lugar, mediante certificación 
expedida por el revisor fiscal, cuando éste exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o por el 
representante legal, durante un lapso equivalente al que exija el respectivo régimen de contratación 
para que se hubiera constituido la sociedad, el cual en todo caso no será inferior a los seis (06) meses 
anteriores a la celebración del contrato. En el evento en que la sociedad no tenga más de seis (06) 
meses de constituida, deberá acreditar los pagos a partir de la fecha de su constitución, en 
cumplimiento del artículo 50 de la ley 789 del 2002. En caso de que el Interventor se encuentre 
exonerado del pago de alguno de los aportes con fundamento en el artículo 25 de la Ley 1607 de 
2012 o no tenga personal a cargo y por ende no esté obligado a efectuar el pago de seguridad social 
y aportes parafiscales en relación con personal, deberá así indicarlo en una certificación expedida 
por el revisor fiscal o por el representante legal o por el proponente persona natural y/o jurídica, 
según sea el caso.  

13. Cumplir con las demás obligaciones de carácter general o específico que surjan de la naturaleza del 
contrato y que garanticen el cabal y oportuno cumplimiento del objeto contractual.  

14. Las demás que se requieran de acuerdo con la naturaleza del Contrato. 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATISTA 

1. Análisis y aprobación de la organización propuesta por el Contratista para adelantar el objeto del 
Contrato de obra y exigencia al mismo para que disponga de los elementos necesarios en el sitio de 
la obra para la fecha de iniciación programada y así evitar retrasos en la programación.  

2. Aprobar el programa de trabajo e inversiones presentado por el contratista de la obra, el cual debe 
contener como mínimo organigrama para la ejecución del contrato, la metodología a seguir en la 
ejecución de las actividades propias del proyecto, cronograma de ejecución de la obra con el 
respectivo flujo mensual de inversiones, este deberá contener la totalidad de los ítems establecidos 
en la “Lista de Cantidades y Precios”, indicando fecha de inicio de la actividad, fecha de terminación 
y la programación de las inversiones de cada uno de los ítems, determinando así el total de la 
inversión mensual a ejecutar, información que se constituirá en el plan de caja correspondiente.  

3. Revisar y exigir la presentación al contratista de la obra semanalmente del seguimiento al programa 



 

 

de la obra.  

4. Revisar y aprobar la lista de personal conforme a las hojas de vida que presente el contratista de 
obra.  

5. Verificar que el contratista mantenga durante la ejecución de la obra el personal presentado y 
aprobado.  

6. Verificar la apertura de los libros de obra (Bitácora) así como su diligenciamiento diario por el 
residente de obra.  

7. Previamente a la iniciación del proyecto, la Interventoría deberá estar enterada completa y 
detalladamente de éste, del Pliego de Condiciones, de las condiciones generales, de las propuestas 
de los contratistas, del Contrato de obra celebrado, de las Normas y especificaciones que son las 
aplicables en el Contrato de obras e Interventoría y de las demás normas y reglamentaciones 
aplicables en la ejecución del proyecto, revisión de planos, cantidades de obras y presentación de 
ajustes de diseño necesarios.  

8. Revisión y ajuste de las especificaciones técnicas de los ítems de obra y suministros incluidos en el 
alcance del contrato de obra, revisión de la programación de las obras contratadas, y recomendación 
de los ajustes y modificaciones necesarias para lograr los objetivos del proyecto.  

9. Controlar el oportuno suministro de todos los materiales, herramientas, equipos y demás elementos 
necesarios para el desarrollo del objeto del contrato y rechazar los que no cumplan las 
especificaciones técnicas o se encuentren defectuosos.  

10. Evaluar y aprobar las fuentes de materiales y colaborar en el trámite para la obtención de los 
derechos de explotación de las fuentes de materiales y de las servidumbres que los contratistas 
requieran.  

11. Inspeccionar y controlar la calidad de los materiales, los ensayos, las pruebas de instalación y de la 
obra ejecutada, mediante el análisis de los ensayos de laboratorio y el cumplimiento de las 
especificaciones, rechazando los materiales o la obra que no cumpla con las calidades exigidas 
Aprobar o rechazar los procedimientos y esquemas de construcción, materiales, herramientas, 
plantas e instalaciones y demás elementos que se suministren para las obras.  

12. Dar recomendaciones e impartir instrucciones sobre el orden en que se deben acometer los trabajos 
para el cumplimiento de los programas de obra y de las normas de diseño y seguridad apropiadas 
en cada caso.  

13. Exigir, revisar y controlar los programas detallados de ejecución de obras y de suministros 
presentados por los contratistas, recomendar a la entidad su aceptación y llevar el control de su 
cumplimiento e informar a la entidad sobre su avance real, para lograr que las obras se ejecuten 
dentro de los plazos estipulados.  



 

 

14. Supervisar la localización en el terreno de las obras a ejecutarse, de acuerdo con las actividades 
contratadas y suministrar al contratista los puntos de nivel y tránsito al inicio del proyecto, y cuando 
se requiera. 

15. Verificar que las normas y recomendaciones efectuadas por la Corporación Autónoma Regional de 
La Guajira, respecto a las obras y acciones formuladas para mitigar los impactos negativos que 
genere el proyecto según el plan de manejo ambiental determinado para el desarrollo del proyecto.  

16. Estudiar las sugerencias, reclamaciones y consultas del contratista sobre los aspectos técnicos, 
resolver oportunamente aquellas que fueren de su competencia y dar traslado de las que no le 
competen por tratarse de cambios sustanciales a las especificaciones, junto con el concepto 
respectivo, a la Entidad.  

17. Efectuar oportunamente una revisión minuciosa de las cantidades de obra, a fin de compararlas con 
las que están incluidas en el contrato y en caso de discrepancia aclarar a la Entidad y al contratista 
las modificaciones requeridas.  

18. Elaborar de forma conjunta entre la interventoría y el contratista el Inventario de los elementos 
existentes en la zona de los trabajos, indicando su estado, con el fin de reutilizar los que puedan ser 
aprovechados, tomando toda la información que los identifique y los que deben ser retirados y 
entregados a la Entidad. Esta información debe remitirse al supervisor asignado por el Municipio 
con anticipación al inicio de las actividades.  

19. Ordenar la suspensión o la reconstrucción de los trabajos que se ejecuten en forma indebida hasta 
tanto el contratista esté en condiciones de cumplir con las especificaciones previstas para su 
ejecución.  

20. Coordinar la elaboración de las actas parciales y final de las obras ejecutadas por el contratista, 
interviniendo directamente en la medición y archivar las memorias y documentos que sirven de base 
para la elaboración de dichas actas, las que serán suscritas conjuntamente con el contratista y la 
Entidad.  

21. Someter oportunamente a consideración de la Entidad con la debida sustentación aspectos tales 
como, modificaciones al proyecto y a las especificaciones, señalando las razones técnicas del caso; 
cambios de diseño; recomendaciones sobre la aplicación de multas; las prórrogas del plazo y 
ampliación del valor del Contrato.  

22. Dar visto bueno o rechazar las mayores cantidades de obra y emitir conceptos sobre obras 
complementarias no previstas y los correspondientes precios unitarios propuestos por los 
contratistas, analizando su incidencia en el valor de los contratos.  

23. Revisar, aprobar y coordinar eficientemente los programas de ejecución de los diferentes trabajos 
adelantados por los contratistas.  

24. Evaluar el funcionamiento, calidad y cantidad del equipo disponible en la obra con lo requerido y 



 

 

estipulado en los documentos contractuales y exigir al contratista el cambio o adición del equipo 
necesario en su debida oportunidad.  

25. Controlar el avance de las obras de acuerdo con el programa de obra y las recomendaciones de las 
especificaciones de construcción, efectuar las evaluaciones periódicas correspondientes, establecer 
los incumplimientos parciales o definitivos de los contratos y con la debida sustentación, solicitar la 
aplicación de las sanciones a que haya lugar.  

26. Elaborar y suscribir con el contratista y en conjunto con la Entidad las actas de recibo final de las 
obras.  

27. Elaborar o complementar las recomendaciones de mantenimiento y conservación de las obras para 
ser entregadas a la Entidad.  

28. Preparar los documentos de su competencia para la liquidación del Contrato, de acuerdo con las 
normas vigentes.  

29. Llevar a cabo análisis de control de calidad de las obras adelantadas por el Contratista mediante la 
realización de análisis y ensayos de laboratorio y control de calidad.  

30. Realizar cada vez que sea necesario reuniones periódicas de evaluación de obra con los contratistas 
de obra o sus representantes, según el plazo y la clase de contrato. En dichas reuniones participará, 
por derecho propio, el Supervisor de la Entidad o su delegado. De dichas reuniones se elaborará un 
acta suscrita por todos los que intervinieron en ellas, las cuales serán archivadas y mantenidas en 
custodia por la Interventoría.  

31. Realizar los requerimientos necesarios al contratista de la obra con cualquier medida adicional que 
considere conveniente o necesaria para garantizar la prevención de accidentes. 

INTERVENTORÍA TECNICA Y ADMINISTRATIVA 

Se refiere a las actividades de tipo administrativo que asume la Interventoría durante el desarrollo de la 
construcción, las cuales están orientadas al control y aprobación de la organización adecuada para lograr 
los objetivos propuestos, tales como:  

1. Analizar, estudiar y aprobar el esquema de organización y ubicación de instalaciones 
provisionales, accesos, campamentos, vallas, cerramientos, etc.  

2. Velar por las condiciones óptimas de trabajo, con miras a que la seguridad industrial y vigilancia 
dentro de la obra sea adecuada y los riesgos sean mínimos. Este criterio se hará extensivo al 
exterior de las obras, para buscar la seguridad del transeúnte y de las construcciones adyacentes, 
así como el cumplimiento de los protocolos de bioseguridad.  

3. Coordinar las relaciones entre el contratista y la Entidad, sirviendo de interlocutor entre esta y el 



 

 

Contratista de Obra.  

4. Mantener comunicación permanente con la Entidad sobre el estado de las obras y el desarrollo de 
los contratos, informando sobre las determinaciones tomadas y enviando copia de las 
comunicaciones dirigidas a los contratistas, que considere pertinentes.  

5. Ejercer control sobre el cumplimiento de todas las obligaciones contractuales de los contratistas y 
permanecer en el sitio de los trabajos mientras dure la ejecución de las obras.  

6. Disponer y administrar los recursos de personal, equipos e implementos, instalaciones y demás 
servicios necesarios para el buen funcionamiento de la Interventoría.  

7. Exigir a el Contratista que el personal requerido para la ejecución del contrato de obra cumpla con 
las condiciones pactadas, así como solicitar su cambio cuando sea negligente, incompetente o 
incurra en faltas éticas, morales y de relaciones humanas o cuando altere el normal desarrollo del 
contrato y perjudique los intereses de la entidad. Esta solicitud deberá estar debidamente 
motivada.  

8. Controlar el personal a cargo del contratista, exigir el empleo de personal capacitado y solicitar los 
cambios que considere convenientes.  

9. Presentar mensualmente un acta de avance de obra correspondiente. A esta acta deberá 
adjuntarse el acta de medición detallada, certificaciones de calidad de los materiales y accesorios 
utilizados. Todas las actas deberán estar firmadas y aceptadas por la interventoría y contratista.  

10. Practicar inspecciones completas y diarias a las obras y realizar reuniones periódicas (comités de 
obra) con el Contratista y la Entidad.  

11. Someter a la aprobación de la Entidad, los informes mensuales del contrato en ejecución, 
relacionados con el control de los programas, el avance de los trabajos, el estado de los contratos 
y demás aspectos inherentes a los mismos.  

12. Colaborar con los trámites para la adquisición de propiedades, derechos, avalúos y pagos a 
terceros por perjuicios causados (Solo si aplica).  

13. Cumplir las instrucciones y órdenes que le imparta la Entidad y responder por el cumplimiento de 
sus obligaciones.  

14. Realizar informes periódicos de avances de obra.  

15. Consignar en actas todos los convenios, acuerdos o pactos que sean necesarios y convenientes para 
la buena marcha de los trabajos.  

16. Asegurar el establecimiento de las pólizas requeridas, por parte del contratista de obra, para la 
terminación del Contrato igualmente, exigirá al contratista la presentación de la documentación 



 

 

requerida de acuerdo con las normas vigentes.  

17. Prestar efectiva colaboración a las comisiones evaluadoras o de inspección enviadas por la Entidad 
y suministrarles la información que soliciten.  

18. Responder las solicitudes y peticiones de los contratistas dentro del término legal, evitando que se 
configure el silencio administrativo positivo, contemplado en el numeral 16 del artículo 25 de la 
Ley 80 de 1993.  

19. Adelantar revisiones periódicas de las obras contratadas, los servicios prestados o bienes y/o 
equipos suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas 
por los contratistas. 

INTERVENTORÍA FINANCIERA  

1. Realizar el seguimiento financiero al contrato de obra, acorde a la vigencia fiscal, registros 
presupuestales, sus imputaciones y respectivos saldos.  

2. Comprobar que el CONTRATISTA DE OBRA cuente de manera permanente con los recursos 
financieros necesarios para la ejecución idónea del contrato.  

3. Llevar un constante seguimiento del avance, recursos y estado del proyecto con herramientas que 
permita emitir reportes oportunos para darlos a conocer a la Entidad, cada vez que sean 
requeridos.  

4. Revisar y tramitar ante la Entidad las solicitudes de pago al CONTRATISTA DE OBRA, dentro del 
plazo establecido en el contrato de obra, previo cumplimiento de los requisitos y obras requeridas 
contractualmente.  

5. Llevar registro cronológico de los pagos generados por la Entidad a favor del CONTRATISTA DE 
OBRA, los cuales deben contar con los respectivos soportes.  

6. Antes de efectuar cualquier modificación en el contrato deberá hacerse un balance económico del 
mismo y presentarse a la Entidad, en el cual se justifique la viabilidad de la modificación.  

7. Revisar y verificar la adecuada presentación y contenido de las cuentas de cobro que el 
CONTRATISTA DE OBRA presente a la Entidad.  

8. Comprobar dentro del control de ejecución del contrato de obra, lo relacionado con los pagos a los 
contratistas de obra, verificando el cumplimiento de las obligaciones establecidas para cada pago 
en las condiciones pactadas, certificando y tramitando oportunamente las cuentas de cobro 
presentadas por los contratistas.  

9. Controlar el estado financiero de los contratos de obra y llevar un registro de las operaciones 
efectuadas con los fondos de estos. 



 

 

INTERVENTORÍA JURIDICA O LEGAL  

1. Verificar el cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato de obra, 
previo a la suscripción del acta de inicio del contrato.  

2. Verificar el cumplimiento de los pagos de parafiscales, salud y pensiones por parte del 
CONTRATISTA DE OBRA. En caso de presentarse incumplimiento a esta obligación informar a la 
Entidad para que se tomen las acciones correspondientes.  

3. Vigilar y exigir que las garantías se mantengan de acuerdo con el contrato, y que los amparos 
permanezcan vigentes por el termino exigido en la normatividad vigente.  

4. Estudiar y analizar las reclamaciones que presente el CONTRATISTA DE OBRA, como también 
realizar las recomendaciones a que haya lugar, a la Entidad.  

5. Suscribir de manera oportuna junto con el CONTRATISTA DE OBRA, todas las actas que demande 
la correcta ejecución y desarrollo del contrato, tales como: actas de inicio, actas de reuniones, actas 
de suspensión, actas de levantamiento de la suspensión, actas de pago mensuales, actas de 
mayores y menores cantidades de obra, acta de terminación o recibo final del contrato, acta de 
liquidación del contrato y las demás que sean requeridas.  

6. Evaluar, conceptuar, o recomendar sobre las solicitudes de modificación, prorroga y/o adición al 
contrato de obra, para someterlo a consideración del comité que disponga la Entidad, a través del 
director o jefe el área respectiva, adjuntando los documentos soporte, siguiendo los 
procedimientos establecidos por la Entidad.  

7. Generar alertas tempranas al CONTRATISTA DE OBRA sobre posibles retrasos o limitaciones para 
la adecuada ejecución del contrato de obra, e informar lo pertinente a la Entidad, y a la compañía 
aseguradora si es del caso.  

8. Ante eventuales retrasos o limitaciones en la ejecución del contrato de obra, la INTERVENTORIA 
deberá exigir un plan de contingencia o plan de choque que permita cumplir con el programa de 
obra aprobado.  

9. Velar por el oportuno tramite de las solicitudes y peticiones que haga el CONTRATISTA DE OBRA, 
o demás entidades en relación con el desarrollo del contrato.  

10. Atender, tramitar o resolver toda consulta que haga el CONTRATISTA DE OBRA, al igual que 
estudiar, analizar y conceptuar sobre las reclamaciones que presente el CONTRATISTA DE OBRA 
y recomendar a la Entidad, las correspondientes soluciones, que se deriven de la ejecución del 
contrato. Realizar toda la gestión necesaria que resulte de las actividades anteriores, dado el 
conocimiento especializado con que cuenta el INTERVENTOR, quien representa a la Entidad en la 
ejecución de las obras.  

11. El INTERVENTOR efectuará la revisión y aprobación completa de los análisis de precios unitarios, 



 

 

verificando rendimientos, cantidades, equipos y en general los componentes que hacen parte 
integral de los APU, así como los precios de los mismos componentes; verificará aritméticamente 
y los confrontará con el presupuesto y contrato principal, antes de iniciar el contrato de obra.  

12. El INTERVENTOR verificará en conjunto con el CONTRATISTA DE OBRA y en el sitio de las obras, 
las cantidades iniciales y la propuesta de intervención, para posteriormente registrar, las 
variaciones entre el proyecto con lo realmente ejecutado en la obra; dejando la constancia 
mediante acta o documento firmado por los representantes de las partes.  

13. El INTERVENTOR aprobará las especificaciones técnicas y/o particulares de los ítems no previstos 
que sean necesarios para la correcta ejecución de la obra, en las cuales deberá identificar 
claramente materiales y procesos contemplados en la obra, como impacto financiero y de costos.  

14. Velar por el ejercicio de las facultades de dirección y reorientación de la acción contractual de la 
Entidad, tendientes al adecuado cumplimiento del objeto contractual, entre otras las de elaborar:  

15. Corroborar especificaciones y cronogramas  

16. Solicitar adiciones y prorrogas para aprobación por parte de la Entidad.  

17. Solicitar el inicio de procesos sancionatorios, aplicación de medidas correctivas, multas, 
terminación unilateral, caducidad ante el incumplimiento del CONTRATISTA DE OBRA, si a ello 
hubiere lugar.  

18. Solicitar y motivar los requerimientos de suspensión del contrato de obra.  

19. Proyectar acta de liquidación del contrato de obra, de mutuo acuerdo o, la unilateral Según el caso. 

METODOLOGÍA PARA LA REALIZACIÓN DE LA INTERVENTORÍA:  

Se desarrollarán las actividades sugeridas en el “Rol de la Interventoría” así:  

Controlar: Se planearán y programarán las actividades de supervisión para establecer si la ejecución se 
ajusta a lo comprometido por las partes.  

Solicitar: Se pedirá la corrección oportuna o inmediata de las deficiencias que presenten los contratistas 
durante la ejecución. Se ejercerá también esta facultad cuando se requiera la imposición de una multa por 
razones pertinentes.  

Exigir: Si se llegase a detectar debilidades en el cumplimiento estricto de lo pactado por las partes, 
cumpliendo con la obligación de exigir a la parte que afecta la cabal ejecución del proceso que subsane y 
corrija la deficiencia, utilizando como herramienta el contenido de los contratos y las garantías de 
cumplimiento de este.  

Colaborar: La interventoría prestará a las partes toda la colaboración necesaria para el éxito de los 



 

 

contratos.  

Absolver: Servirá de apoyo para mantener un flujo positivo y dinámico de la comunicación entre las 
partes y ayudará a resolver las dudas y dificultades que se presenten durante la ejecución.  

Prevenir: El proceso de interventoría se hará proactivamente para adelantarse a las dificultades 
mediante la implementación de acciones preventivas en cada uno de los procesos.  

Verificar: Constatará la debida ejecución y desarrollo de cada uno de los procesos implicados en el objeto 
contractual, a fin de ejercer control oportuno y adecuado. 

OBLIGACIONES DE LA ENTIDAD: La Entidad está obligada a: 

a) Cumplir con las condiciones establecidas en los Documentos del Proceso de Contratación.  
b) Fijar un cronograma con el Contratista para la ejecución de los factores de calidad ofrecido en la 

etapa de selección que permita su implementación oportuna durante el desarrollo del contrato.  
c) Pagar la remuneración por la ejecución por la ejecución de los servicios de interventoría pactados 

en el Contrato. 
d) Proporcionarle al CONTRATISTA toda la información que éste solicite y que sea necesaria para el 

desarrollo del objeto contratado. 
e) Coordinar previamente las instrucciones que se impartirán para la ejecución del Contrato, y 

comunicarlas formalmente al CONTRATISTA. 
f) Hacer entrega al CONTRATISTA del certificado de cumplimiento del objeto contratado. 
 
LUGAR DE EJECUCIÓN: El Contrato se ejecutará en el  Municipio de San Juan del Cesar del Departamento 
de La Guajira. 
 
IDENTIFICACIÓN DEL CONTRATO A CELEBRAR: El contrato a celebrar, consiste en el señalado por el 
numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, como CONTRATO DE CONSULTORÍA: “Son contratos de 
consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución 
de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o 
proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. 
 
Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de 
obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y 
proyectos. 
 
Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el interventor 
entregar por escrito sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro de los términos del 
respectivo contrato”. 

MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
QUE LA SOPORTAN 

(Numeral 3º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

El artículo 2º de la ley 1150 de 2007, consagra las modalidades de selección que se pueden emplear para 



 

 

realizar la escogencia de un contratista de la administración, estableciendo para el efecto cinco (5) 
modalidades principales, como son: La Licitación Pública, como regla general, a y su turno, como 
excepciones a esta última, tenemos a la Selección Abreviada; el Concurso de Méritos, Mínima Cuantía y la 
Contratación Directa.   

 
El numeral 5 del artículo 2 de la ley 1150 de 2007 subrogado por el artículo 94 de la Ley 1474 del 2011 
prescribe: “Que la contratación cuyo valor no exceda del 10% de la menor cuantía de la entidad, 
independientemente de su objeto, se efectuará de conformidad con las reglas que el mismo artículo fijo. 
 
Que el artículo 2.2.1.2.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015 recoge todos los criterios de selección de la 
modalidad de mínima cuantía, criterios estos, a los que el Departamento dará cabal cumplimiento. 
 
En los términos de la cuantía del contrato que se pretende celebrar, se tiene que esta no supera el diez por 
ciento (10%) de la menor cuantía para contratar del Departamento de La Guajira durante la vigencia 2026, 
ya que el presupuesto estimado para la posible contratación asciende a la suma de CUARENTA Y CINCO 
MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS MIL QUINIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS CON VEINTE 
CENTAVO M/L ($ 45.462.568,20); por tanto, la modalidad del proceso de selección de contratista 
corresponderá a la Mínima Cuantía, regido por el trámite y procedimiento dispuesto en el Decreto 1082 
del 2015. 

VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y SU JUSTIFICACIÓN 
(Numeral 4º Articulo 2.2.1.1.2.1.1 Decreto 1082 de 2015) 

El Departamento dispondrá presupuestalmente, para la suscripción del contrato a celebrar, la suma de 
CUARENTA Y CINCO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS MIL QUINIENTOS SESENTA Y 
OCHO PESOS CON VEINTE CENTAVO M/L ($ 45.462.568,20) 

En el proceso de determinación del valor de presupuesto oficial, se da cumplimiento del numeral 4º del 
Artículo 1º del Decreto 399 de 2021, que modificó el artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 1082 de 2015, el 
cual reza “El valor estimado del contrato y la justificación de este. Cuando el valor del contrato esté 
determinado por precios unitarios, la Entidad Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar 
sus cálculos presupuestales en la estimación de aquellos (…)” En este sentido, al tratarse de un proceso 
de consultoría donde los costos directos en su mayor proporción corresponden a honorarios de 
Profesionales y técnicos, se tuvo en cuenta los valores soportados en el mercado y en la escala de 
honorarios de la Entidad. 

Para finalizar, el factor multiplicador determinado por la entidad se encuentra ajustado a este concepto 
una vez comparados con los estipulados por otras entidades. 

REQUISITOS HABILITANTES Y CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE. 
(Numeral 5º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015). 

PARTICIPACIÓN: Podrán Participar en este Proceso, todas las personas naturales o jurídicas, 
constituidas bajo cualquier modalidad jurídica, que estén en capacidad legal, y técnica de ofertar los 
bienes aquí requeridos, que no se encuentren incursas en el régimen de incompatibilidades e 
inhabilidades contempladas constitucional y legalmente; que además con la capacidad legal y suficiente 
experiencia para adelantar el objeto contractual, y cumpla con las exigencias dispuestas en la Invitación 
Publica del Proceso. 



 

 

 
REQUISITOS HABILITANTES: Los requisitos habilitantes se verificarán con la anotación CUMPLE o NO 
CUMPLE, del siguiente modo: 
 

REQUISITOS HABILITANTES ANOTACIÓN 
CAPACIDAD JURÍDICA CUMPLE / NO CUMPLE 

EXPERIENCIA CUMPLE / NO CUMPLE 
CAPACIDAD TECNICA CUMPLE / NO CUMPLE 

 
CAPACIDAD JURÍDICA 
 
a) Carta de presentación de la propuesta suscrita de acuerdo con las siguientes reglas:  

 Si es persona jurídica por el representante legal o quien se encuentre facultado conforme a la ley y 
los estatutos sociales.  

 Si es consorcio o unión temporal, por quien haya sido designado representante en el documento de 
constitución.  

 Si se constituye apoderado, debe tener legitimación para hacerlo, caso en el cual debe anexar el 
poder respectivo con la manifestación expresa de las facultades otorgadas y sus limitaciones. 

 
b) Copia de la cédula de ciudadanía del representante legal en caso de ser persona jurídica o proponente 

plural. 
 

c) Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio, con fecha de 
expedición no superior a (30) días calendarios anteriores a la fecha de presentación de ofertas. En 
caso de que el representante legal tenga restricciones para contraer obligaciones en nombre de esta 
el proponente deberá adjuntar la autorización expresa del órgano social competente (Asamblea, Junta 
Directiva, junta de socios, etc.), en la que conste que el representante legal está plenamente facultado 
para presentar propuesta y para suscribir contrato hasta por el valor del presupuesto. El documento 
de autorización deberá presentarse debidamente suscrito y expedido con anterioridad a la 
presentación de la propuesta. En el evento en que el proponente sea una entidad sin ánimo de lucro, 
y del certificado de existencia y representación legal que aporte no se pueda verificar el cumplimiento 
de los requisitos de participación señalados en los pliegos de condiciones (como objeto social, 
duración de la persona jurídica y facultades del representante legal), deberá aportar junto con la 
propuesta, una (1) copia de los estatutos de la entidad o de las actas respectivas. Las personas jurídicas 
deberán acreditar que la duración de la sociedad no es inferior al plazo de ejecución del contrato a 
suscribirse y un (1) año más. Similar condición se exige para todas las personas jurídicas que integren 
consorcios, uniones temporales u otra forma asociativa de participación. 
 

d) En virtud de lo previsto en la Ley 842 de 2003, con el fin de evitar el ejercicio ilegal de la ingeniería, la 
persona natural (proponente individual o integrante de la estructura plural) que pretenda participar 
en el presente proceso, debe acreditar que posee título como ingeniero civil, para lo cual debe adjuntar 
copia del certificado de vigencia de matrícula profesional. El requisito de la tarjeta profesional se 
puede suplir con el requisito de que trata el artículo 18 del Decreto 2106 de 2019. 



 

 

 
e) De acuerdo con el artículo 20 de la Ley 842 de 2003, si el representante legal o apoderado del 

proponente individual persona jurídica o el representante o apoderado de la estructura plural, no 
posee título de ingeniero civil, la oferta deberá ser avalada por un ingeniero civil, para lo cual deberá 
adjuntar copia del certificado de vigencia de matrícula profesional expedida por el Copnia, vigente a 
la fecha de cierre de este proceso de selección. El requisito de la tarjeta profesional se puede suplir 
con el registro de que trata el artículo 18 del Decreto 2106 de 2019. El aval del ingeniero del que trata 
el artículo 20 de la Ley 842 de 2003 hace parte integral del Formato 1 – Carta de presentación de la 
oferta cuando el proponente deba presentarlo. 

 
f) Registro Único Tributario de la DIAN (RUT). 

 
a) Certificado de antecedentes disciplinarios, fiscales y judiciales vigentes a la fecha de cierre de la 

presentación de la oferta, de la persona natural proponente, o del representante legal de la persona 
jurídica proponente. En caso de no aportarse el evaluador jurídico verificara el estado en cada 
plataforma respectiva. 

 
b) Certificado del Sistema de Registro Nacional de Medidas Correctivas RNMC, vigentes a la fecha de 

cierre de la presentación de la oferta, de la persona natural proponente, o del representante legal de 
la persona jurídica proponente. En caso de no aportarse el evaluador jurídico verificara el estado en 
la respectiva plataforma. 

 
c) Certificado de Registro de Deudores Alimentarios Morosos (REDAM), vigente a la fecha de 

presentación de ofertas.  
 

d) Si es persona jurídica debe adjuntar certificación firmada por el revisor fiscal, cuando este exista de 
acuerdo con los requerimientos de la ley o por determinación estatutaria, o por el representante legal 
cuando no se requiera revisor fiscal, en la que se especifique que la empresa cumplió con el pago de 
los aportes a seguridad social y parafiscal de sus empleados en los seis (6) meses anteriores a la fecha 
de cierre del Proceso. Si el proponente no tiene más de seis (6) meses de constituido, deberá acreditar 
los pagos a partir de la fecha de su constitución. Las personas naturales proponentes, en caso de ser 
empleados con contratos de trabajo sometidos a la ley colombiana, deberán expresar en la carta de 
presentación de la propuesta o en cualquier otra aparte de esta, si se encuentran en situación de 
cumplimiento de este aspecto. Si se trata de personas naturales independientes sin empleados a su 
cargo, deberán acreditar con los documentos que correspondan (planillas), que se encuentran al día 
en el pago de sus aportes al sistema de seguridad social. Si es empleador, deberá aportar la 
certificación que está al día en el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social y parafiscales de 
sus empleados en los seis (6) meses anteriores a la fecha de cierre del Proceso. En el caso de 
Consorcios o Uniones Temporales, cada uno de sus integrantes cuando los mismos sean personas 
jurídicas constituidas en Colombia, deberán presentar en forma individual dicha certificación 
expedida por el Revisor Fiscal o Representante Legal respectivo, según corresponda. 
 

e) Condiciones de aptitud legal requeridas para proponentes plurales (Consorcios o Uniones 



 

 

Temporales): 

- Documento de constitución de Consorcio o Unión temporal donde se acredite la existencia del 
consorcio o de la unión temporal y específicamente la circunstancia de tratarse de uno u otro, lo 
cual deberá declararse de manera expresa en el acuerdo de asociación correspondiente, señalando 
las reglas básicas que regulan las relaciones entre ellos, los términos, actividades, condiciones y 
participación porcentual de los miembros del consorcio o de la unión temporal en la propuesta y 
en la ejecución de las obligaciones atribuidas al contratista por el contrato ofrecido. Si los 
integrantes son personas jurídicas, este documento deberá estar firmado por los representantes 
legales. 

- Los objetos sociales de cada uno de sus integrantes sean complementarios y afines, o que por lo 
menos el objeto social de uno de sus integrantes se ajuste al objeto de la presente convocatoria y 
que la duración de las sociedades que lo conforman no sea inferior al plazo del contrato y un (1) 
año más. 
 

- Acreditar un término mínimo de duración del consorcio o de la unión temporal igual al tiempo de 
ejecución del contrato y cuatro (4) meses más, o hasta la producción de los efectos del contrato. 
 

- Acreditar la existencia, representación legal, capacidad legal y capacidad jurídica de las personas 
jurídicas consorciadas o asociadas en unión temporal y la capacidad de sus representantes para la 
constitución del consorcio o de la unión temporal, así como de la presentación de la propuesta, y la 
celebración y ejecución del contrato. 
 

- Acreditar que cada una de las personas jurídicas integrantes del consorcio o unión temporal tienen 
un término mínimo de duración de un (1) año, contados a partir del vencimiento del plazo máximo 
para la entrega del bien o de la vigencia del contrato. 
 

- Si se trata de unión temporal deberán indicarse además los términos y extensión (actividades y 
porcentajes) de la participación en la propuesta y en la ejecución del contrato. De lo contrario, El 
Departamento asumirá que se presentan bajo la modalidad de consorcio. 
 

- Las condiciones que establezcan los integrantes con respecto a las actividades, porcentajes, 
términos y/o extensión de la participación, no podrán ser modificadas sin el consentimiento previo 
de El Departamento. 
 

- La designación de un representante, que deberá estar facultado para actuar en nombre y 
representación del consorcio o unión temporal. El representante legal deberá contar con facultades 
amplias y suficientes para obligar y responsabilizar a todos los integrantes del consorcio o de la 
unión temporal. El representante no podrá ser remplazado sin la autorización expresa y escrita de 
cada uno de los integrantes que lo/la conforman. La aceptación del representante deberá constar 
con su firma en el documento de constitución del consorcio o de la unión temporal. 
 

- La persona que para todos los efectos legales representará al consorcio o a la unión temporal 



 

 

especialmente tendrá la facultad de notificarse de la adjudicación de la convocatoria, así como de 
todos los documentos que El Departamento emita en el curso del proceso de selección, en la 
ejecución y en la liquidación del contrato, en el evento que resulten adjudicatarios y de presentar 
los recursos pertinentes tanto en nombre de la unión temporal o consorcio como en el nombre sus 
integrantes. 
 

- En el evento de presentarse inhabilidades sobrevinientes para los miembros de la unión o 
consorcio, el representante tendrá la obligación de informarlo por escrito al Departamento dentro 
de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia de los hechos que dieron lugar a ella. 
 

- Se deberá anexar fotocopia del documento de identidad de la persona que para todos los efectos 
legales representará al consorcio o a la unión temporal. 
 

- No podrá haber cesión entre quienes integran el consorcio o unión temporal, salvo que El 
Departamento lo autorice en los casos que legalmente esté permitido. 
 

- Los requisitos relacionados con la existencia, representación y capacidad jurídica de cada uno de 
los integrantes del consorcio o unión temporal, respecto de las personas jurídicas o naturales que 
se asocien para la presentación de la propuesta, deberán acreditarse conforme se indica en los 
numerales respectivos de estos pliegos de condiciones. 

 
- Cada uno de los miembros del consorcio o de la unión temporal deberá presentar los documentos 

requeridos en estos pliegos de condiciones, según se trate de persona natural o de persona jurídica. 
 

REQUISITOS DE EXPERIENCIA DEL PROPONENTE 
 
Experiencia Específica Del Proponente 
 
El proponente debe acreditar experiencia en la ejecución de hasta dos (2) contratos, cuyo objeto esté 
directamente relacionados con el objeto a contratar, esto es interventoría en adecuación y mejoramiento 
de la infraestructura administrativa e institucional.  
 
Como requisito habilitante diferencial para las pymes nacionales, la Experiencia se acreditará con máximo 
tres (3) certificaciones de contratos o copias de contratos con su correspondiente acta final y/o acta de 
liquidación, cuyo objeto estén relacionados directamente con el objeto a contratar, esto es interventoría 
en adecuación y mejoramiento de la infraestructura administrativa e institucional. 
 
La sumatoria de valores de los contratos, expresados cada uno en SMLMV de la vigencia en que finalizo 
su ejecución, deberá ser igual o superior al valor del presupuesto oficial expresado en SMLMV  
 
En caso de optar el oferente por aportar certificaciones de experiencia, éstas deberán contener: 
 

 Nombre del contratante con su respectiva identificación. 



 

 

 Datos de contacto del contratante. 
 Objeto del contrato. 
 Fecha de terminación. 
 Valor total ejecutado expresado en pesos colombianos. 
 Porcentaje de participación si se ejecutó en unión temporal o consorcio y relación general de los 

trabajos realizados. 

Las certificaciones adjuntadas por el oferente a fin de acreditar experiencia anterior deberán ser 
expedidas de manera directa por la entidad pública o privada contratante. De no incluir la certificación la 
totalidad de la información referida deberá adjuntar cualquier otro documento para acreditar experiencia 
de los que en este aparte se señala, a fin de complementar la información. 
 
En caso de requerirse aclaraciones sobre las certificaciones, la Entidad las solicitará. 

 
No se aceptarán auto certificaciones, esto es, certificación de experiencia otorgada por el mismo 
proponente; en el evento de que la experiencia del personal se haya realizado con ocasión a un contrato 
en el que el Contratista hubiere figurado como Contratista, se podrá adjuntar dicha certificación, debiendo 
anexar además certificación de la entidad beneficiaria de los servicios, en el que se dé cuenta del contrato 
y del trabajo realizado por la persona. 
 
Cada experiencia de contrato se analizará por separado; en caso de presentar certificaciones que incluyan 
contratos adicionales al principal, el tiempo adicional se sumará al del contrato u orden principal, 
quedando esta como una sola certificación. 
 
Para la acreditación de experiencia con el sector privado, deberán aportar los documentos previamente 
establecidos, así como la respectiva factura electrónica, donde se pueda identificar el CUFE. 
 
Si los contratos presentados para efectos de acreditar la experiencia específica han sido resultado de la 
ejecución de trabajos bajo la modalidad de consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente 
o alguno de los integrantes del oferente plural hayan tenido participación, solo se contabilizará la 
experiencia representada en SMMLV en el porcentaje proporcional a su participación.  
 
Cuando exista diferencia entre la información relacionada en el formato y la consagrada en los soportes 
presentados, o el formato no incluya información de la cual se aportó el soporte, prevalecerá la 
información de los soportes.  
 
Así mismo, en el evento que las certificaciones no contengan la información que permita su evaluación, el 
proponente deberá anexar a la propuesta copia del contrato o de los documentos soporte que sean del 
caso, que permita tomar la información que falte en la certificación.  
 
En caso de que el proponente presente más de dos o tres (3) certificaciones, según su tamaño empresarial 
y la utilización del criterio diferencial, se tomarán aquellas de mayor valor.  
 
En el caso que las certificaciones que se presenten no cumplan con los requisitos exigidos, el Comité 



 

 

Evaluador, solicitará por escrito que se anexen de acuerdo con lo solicitado, si el proponente no allega lo 
requerido dentro de los términos concedidos, no serán tenidos en cuenta para acreditar la experiencia. 
 
CAPACIDAD TECNICA 
 
El proponente seleccionado deberá contar con el personal necesario e idóneo para la ejecución de las 
labores, no obstante, los proponentes deberán ofrecer como mínimo el personal que se relaciona a 
continuación, del cual deberán aportar con su oferta, la respectiva hoja de vida con los soportes que 
acrediten la formación y experiencia requerida. 
 

FUNCIÓN CANTIDAD 
FORMACIÓN 
ACADÉMICA 

EXPERIENCIA 
GENERAL 

EXPERIENCIA ESPECIFICA 

DIRECTOR DE 
INTERVENTORIA 

1 

INGENIERO 
CIVIL 

ESPECIALISTA 
EN GERENCIA 

DE 
PROYECTOS  

MINIMO OCHO (8) 
AÑOS DE EXPERIENCIA 
PROFESIONAL 
CONTADA A PARTIR DE 
LA EXPEDICIÓN DE LA 
TARJETA PROFIONAL 

ACREDITAR UNA (1) 
EXPERIENCIA COMO DIRECTOR 
EN UN CONTRATO DE 
INTERVENTORIA DE OBRA 
RELACIONADA A UNA 
EDIFICACIÓN INSTITUCIONAL U 
OBRA SIMILAR   

RESIDENTE DE 
INTERVENTORIA 

1 ARQUITECTO 

MINIMO TRES (3) AÑOS 
DE EXPERIENCIA 
PROFESIONAL COMO 
ARQUITECTO 
CONTADA A PARTIR DE 
LA EXPEDICIÓN DE LA 
TARJETA PROFIONAL 

ACREDITAR UNA (1) 
EXPERIENCIA COMO RESIDENTE 
EN UN CONTRATO DE 
INTERVENTORIA DE OBRA 
RELACIONADA A UNA 
EDIFICACIÓN INSTITUCIONAL U 
OBRA SIMILAR   

PROFESIONAL 
SISO  

1 

PROFESIONAL 
EN 

SEGURIDAD Y 
SALUD EN EL 

TRABAJO O 
AFINES 

MINIMO CINCO (5) 
AÑOS DE EXPERIENCIA 
PROFESIONAL 
CONTADA A PARTIR DE 
LA EXPEDICIÓN DE LA 
TARJETA PROFIONAL 

ACREDITAR UNA (1) 
EXPERIENCIA COMO 
PROFESIONAL SST EN UN 
CONTRATO DE INTERVENTORIA 
DE OBRA RELACIONADA A UNA 
EDIFICACIÓN INSTITUCIONAL U 
OBRA SIMILAR   

 
EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS Y CRITERIOS DE SELECCIÓN. 
 
La Evaluación de las ofertas y aceptación de oferta se realizará acorde a lo establecido en el numeral 5, 6, 
7 y 8 del Artículo 2.2.1.2.1.5.2. del Decreto 1082 de 2015. 
 
La entidad podrá adjudicar el contrato cuando sólo se haya presentado una oferta, y ésta cumpla con los 
requisitos habilitantes exigidos, siempre que a oferta satisfaga los requerimientos contenidos en la 
invitación pública. 

 
CAUSALES DE RECHAZO DE OFERTA 
 
a) Cuando habiendo hecho revisión de todas las ofertas ninguna cumpla con las condiciones de 

habilitación, luego de la aplicación de las reglas de Subsanabilidad si fuere procedente. 
b) El proponente se halle incurso en alguna de las causales de inhabilidad ó Incompatibilidad para 

contratar establecidas en la Constitución o en la ley. 



 

 

c) La propuesta sea presentada por personas jurídicamente incapaces para obligarse. 
d) Cuando un oferente haga parte de más de una oferta. 
e) El Departamento detecte inconsistencias que no puedan ser resueltas por los proponentes mediante 

pruebas que aclaren la información presentada. 
f) El Departamento detecte inconsistencias técnicas ó financieras en la estructura misma del proceso, 

que impidan su continuidad ó ejecución. 
g) El proponente señale su desacuerdo o imposibilidad de cumplir las obligaciones y condiciones 

previstas en la presente invitación, o presente condicionamiento para la adjudicación. 
h) Cuando la propuesta se presente extemporáneamente o no se presente en el lugar establecido en esta 

invitación pública. 
i) En el evento que el valor de la propuesta presentada exceda el presupuesto oficial total. 
j) Cuando el proponente omita presentar la Propuesta económica o cuando el valor total corregido de la 

propuesta sea superior al presupuesto oficial total. 
k) Cuando el proponente no subsane lo requerido por El Departamento para realizar la evaluación de las 

propuestas, en los términos previstos en el Parágrafo 1 del artículo 5 del Ley 1150 de 2007. 
l) Cuando de conformidad con la información con la cual cuenta la entidad, se estime que el valor de una 

oferta resulta artificialmente baja y no logre demostrar que el valor de su propuesta responde a 
circunstancias objetivas tanto del proponente como de su oferta. 

m) Cuando de acuerdo con los documentos presentados, el representante legal del proponente o 
apoderado carezca de facultades suficientes para presentar la propuesta y el interesado no presente 
los documentos necesarios para acreditar que su representante o apoderado dispone de las facultades 
necesarias. 

n) Cuando, en caso de que la convocatoria sea limitada a MiPymes Nacionales, el oferente no acredite tal 
condición conforme a lo establecido en los artículos 2.2.1.2.4.2.2. y 2.2.1.2.4.2.4. del Decreto 1082 de 
2015. 

o) Cuando, en caso de que la convocatoria sea limitada a MiPymes Nacionales y opere la limitación 
territorial, el oferente no acredite el domicilio en el lugar establecido en el Aviso de Limitación a 
MiPymes Nacionales, conforme a lo establecido en el artículo 2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 de 2015 

ANÁLISIS DE RIESGOS Y FORMA DE MITIGARLOS 
(Numeral 6º Artículo 2.2.1.1.2.1.1 Decreto 1082 de 2015). 

Para los efectos del presente proceso de selección y ejecución de su contrato, se efectúan las siguientes 
definiciones: La Entidad, entiende por riesgo previsible todas aquellas circunstancias que, de presentarse 
durante el desarrollo y ejecución del contrato, tienen la potencialidad de alterar el equilibrio financiero 
del mismo, siempre que sean identificables y cuantificables en condiciones normales. Así mismo, 
cualquier posibilidad de afectación con la ejecución del contrato que limite, retrase o suspenda su 
ejecución, o perjudique en cualquier forma su desarrollo normal, con relación a funcionarios, contratistas, 
terceros o cualquier otro ser humano en su integridad o salud física y mental, de acuerdo con la 
tipificación de tales riesgos. El suceso que prevé el riesgo deberá tener relación directa con la ejecución 
del contrato para que sea asumido como un riesgo del actual proceso de contratación. 
 
De igual forma, se entiende como Equilibrio Financiero, la igualdad o equivalencia entre los derechos y 
obligaciones de las partes, derivados de la contratación y la forma de proceder ante su alteración.  
 



 

 

De conformidad con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, se procede a tipificar, estimar y asignar el 
riesgo parcial o totalmente que debido a los posibles hechos o circunstancias que por la naturaleza del 
contrato y de la actividad a ejecutar es factible su ocurrencia, conforme la matriz de riesgos anexa a este 
estudio (Ver ANALISIS DE RIESGOS el cual se Adjunta al presente documento). 
 
De acuerdo con la distribución establecida en el ANALISIS DE RIESGOS, que al no ser observadas, no 
procederán reclamaciones del Contratista, basadas en la ocurrencia de alguno de los riesgos asumidos 
por él, y, en consecuencia, la Entidad, no hará ningún reconocimiento, ni ofrecerá garantía alguna, que 
permita eliminar o mitigar los efectos causados por la ocurrencia de alguno de estos riesgos, salvo que 
dicho reconocimiento o garantía se encuentren expresamente pactados en el Contrato. 
 
Para mayor entendimiento, de sobre la Tipificación, Estimación y Asignación de los Riesgos Previsibles 
que puedan afectar el equilibrio económico del contrato, es necesario establecer algunos conceptos y 
clasificación de riesgos de acuerdo al Documento Conpes (Concejo Nacional de Política Social) No. 
3714 del 1ro de Diciembre de 2011, respecto del Riesgo Previsible en el marco de la Política de 
Contratación Pública, que establece una serie de lineamientos básicos para el entendimiento del 
concepto de “riesgo previsible” en el marco de las adquisiciones sometidas al Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública, contenido en las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y sus 
decretos reglamentarios. De esta forma, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, 
las entidades públicas deberán incluir en los procesos de selección, la tipificación, estimación, y 
asignación de los riesgos previsibles involucrados en la contratación; y, generar un espacio de discusión 
del ejercicio realizado, para poder hacer la respectiva revisión con los particulares interesados en el 
proceso respectivo. 
 
La mencionada Ley 1150 de 2007, profundiza en la obligación de las Entidades Estatales de cumplir con 
los principios de planeación contractual y de selección objetiva, en el desarrollo de las actividades 
administrativas, jurídicas y financieras de la entidad, que constituyen la gestión contractual, consagrando 
así, deberes específicos para las Entidades. Dentro de dichos deberes específicos, se encuentran, por 
ejemplo, la elaboración de los “Estudios y documentos previos” en los cuales, de manera previa a la 
apertura del proceso de selección, se indica entre otros fundamentos, el soporte que permite la 
tipificación, estimación y asignación de los riesgos previsibles que puedan alterar el equilibrio económico 
del contrato; por ello la necesidad de aclarar tales conceptos: 
 
TIPIFICACIÓN: Es el Proceso de caracterización de los riesgos que puedan preverse en las diferentes 
etapas del contrato. En otras palabras, podemos decir que consiste en la identificación de los distintos 
riesgos que pueden ocurrir durante la ejecución del contrato. Para la tipificación del riesgo se debe contar 
con la posibilidad de precaver la ocurrencia de este e identificar las circunstancias en las que sobrevendrá.        
 
ESTIMACIÓN: Consiste en valorar la probabilidad de ocurrencia y el nivel de impacto de los riesgos que 
han sido tipificados, y que teniendo en cuenta su materialidad, requieren una valoración. Es una técnica 
que permite dar una aproximación de la magnitud del riesgo previsible de acuerdo con su probabilidad e 
impacto. 
 



 

 

ASIGNACIÓN: La asignación es el proceso de distribuir los riesgos de acuerdo con la capacidad de cada 
una de las partes para gestionarlo, controlarlo, administrarlo y mitigarlo. En este sentido, corresponderá 
a la Entidad Estatal proponer las asignación de los riesgos, esto es, señalar cuál de los sujetos 
contractuales tendrá que soportar total o parcialmente el riesgo en caso de presentarse para luego 
discutir su distribución definitiva con los interesados en la audiencia de riesgo, sin perjuicio de la 
posibilidad que tienen los proponentes de manifestar sus opiniones ante la Entidad desde la publicación 
del proyecto de pliego de condiciones. Esta asignación, al incluir los riesgos previsibles dentro de la 
ecuación contractual, permite dar un tratamiento específico a los mismos, suprimiendo la posibilidad de 
alegar posibles alteraciones al equilibrio económico. 
 
TIPOS DE RIESGOS: De acuerdo con el Documento Conpes (Concejo Nacional de Política Social) No. 3714 
del 1ro de Diciembre de 2011, respecto del Riesgo Previsible en el marco de la Política de 
Contratación Pública, se recuerda que en atención al objeto contractual, a su forma de ejecución o a otras 
particularidades, es posible que en algunos Contratos Estatales no existan Riegos Previsibles bajo la órbita 
del artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, caso en el cual deberá incorporarse en los estudios y documentos 
previos el análisis que permitió dicha conclusión.  
 
A continuación, se presenta de manera enunciativa la siguiente propuesta de clasificación, la cual no 
exime a la Entidad Estatal del estudio que debe realizar para la estructuración de cada proceso contractual 
y el análisis de sus particularidades para determinar la existencia, o no, de los riesgos propios de cada 
proceso de selección: 
 
1. Riesgos Económicos: Son aquellos que se derivan del comportamiento del mercado, tales como la 
fluctuación de los precios de los insumos, desabastecimiento y especulación de estos, entre otros. Por 
ejemplo, es usual que en contratos que involucran la ejecución de actividades en cuya estructura se ha 
definido un marco cambiario, se identifiquen alteraciones por el comportamiento de la moneda o por 
circunstancias colaterales que imponen una incidencia crítica. Así mismo, en los contratos de suministro 
de bienes o prestación de servicios, donde no es posible llevar a cabo el objeto del contrato por 
desabastecimiento o especulación dentro del mercado propio de los insumos. Su inclusión dependerá de 
la posibilidad de previsión de este. 
  
2. Riesgos Sociales o Políticos: Son aquellos que se derivan por cambios de las políticas 
gubernamentales que sean probables y previsibles, tales como cambios en la situación política, sistema 
de gobierno y cambio en las condiciones sociales que tengan impacto en la ejecución del contrato. 
También suelen presentarse por fallas en la manera en que se relacionan entre sí, el Gobierno y la 
población, grupos de interés o la sociedad. Por ejemplo, los paros, huelgas, actos terroristas, etc. Para la 
determinación de su previsibilidad, la Entidad podrá acudir a las autoridades competentes en la 
recopilación de datos estadísticos o fuentes oficiales (POLICIA NACIONAL, FUERZAS ARMADAS DE 
COLOMBIA, MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, etc.).  
 
3. Riesgos Operacionales: Son aquellos riesgos asociados a la operatividad del contrato. Entre estos 
encontramos: la posibilidad de que el monto de la inversión no sea el previsto para cumplir el objeto del 
contrato. También se presenta la extensión del plazo, cuando los contratos se realizan en tiempos 



 

 

distintos a los inicialmente programados por circunstancias no imputables a las partes. Adicionalmente, 
se presenta por la posibilidad de no obtención del objeto del contrato como consecuencia de la existencia 
de inadecuados procesos, procedimientos, parámetros, sistemas de información y tecnológicos, equipos 
humanos o técnicos sin que los mismos sean imputables a las partes. Dichos riesgos hacen parte del riesgo 
operacional siempre y cuando no sean obligaciones de las partes y se materialicen durante la ejecución 
del contrato.  
 
4. Riesgos Financieros: Este riesgo tiene dos componentes básicos: el riesgo de consecución de 
financiación o riesgo de liquidez, y el riesgo de las condiciones financieras. El primero se refiere a la 
dificultad de conseguir los recursos financieros, ya sea en el sector financiero o el mercado de capitales, 
para lograr el objetivo del contrato. El segundo hace referencia a los términos financieros de dichos 
recursos, entre estos encontramos plazos, tasas, garantías, contragarantías, refinanciaciones entre otros.  
 
5. Riesgos Regulatorios: Son los posibles cambios regulatorios o reglamentarios que, siendo previsibles, 
afecten el equilibrio contractual. Por ejemplo, cambios en las tarifas, mercados regulados, cambios en los 
regímenes especiales (regalías, pensional), designación de zonas francas, planes de ordenamiento 
territorial, expedición de normas de carácter técnico o de calidad, entre otros.  
 
6. Riesgos de la Naturaleza: Son los eventos causados por la naturaleza sin la intervención o voluntad 
del hombre, que, aunque pueden ser previsibles por su frecuencia o diagnóstico están fuera del control 
de las partes. Para la determinación de su existencia y/o previsibilidad, se podrá acudir a las autoridades 
o entidades competentes en la recopilación de datos estadísticos o fuentes oficiales (INSTITUTO AGUSTIN 
CODAZZI, INGEOMINAS, IDEAM, etc.). Para el ejercicio de tipificación, éstos se refieren a los hechos de la 
naturaleza que puedan tener un impacto sobre la ejecución del contrato, por ejemplo, los temblores, 
inundaciones, lluvias, sequias, entre otros, siempre y cuando los mismos puedan preverse. 
  
7. Riesgos Tecnológicos: Se refiere a eventuales fallos en las telecomunicaciones, suspensión de 
servicios públicos, advenimiento de nuevos desarrollos tecnológicos o estándares que deben ser tenidos 
en cuenta para la ejecución del contrato, así como la obsolescencia tecnológica.  
 
La distribución y asignación de Riesgos referentes al Proceso se presentan en documento adjunto de este 
documento.  
 
De acuerdo con la distribución de los riesgos que se realice, no procederán reclamaciones del Contratista, 
basadas en la ocurrencia de alguno de los riesgos asumidos por él, y, en consecuencia, El Departamento 
no hará ningún reconocimiento, ni ofrecerá garantía alguna, que permita eliminar o mitigar los efectos 
causados por la ocurrencia de alguno de estos riesgos, salvo que dicho reconocimiento o garantía se 
encuentren expresamente pactados en el Contrato. 
 
A partir de la fecha de suscripción del Contrato y en todas las etapas de este (Iniciación - Ejecución), el 
Contratista asume los efectos derivados de todos y cada uno de los riesgos asociados Al Contrato e 
identificados por La Entidad como asignados al Contratista, al igual que respecto a los que logre 
determinar, salvo los casos en que expresamente se ha determinado lo contrario. 



 

 

ANALISIS DEL SECTOR 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 1510 del 2013–compilado por el artículo 
2.2.1.1.1.6.1. del Decreto 1082 de 2015- y los lineamientos de Colombia Compra Eficiente, la 
administración departamental realizó el análisis necesario para conocer el sector relativo al objeto del 
Proceso de Contratación, el cual se encuentra adjunto a este documento como Análisis de Sector de estos 
estudios 

GARANTÍAS: EXIGIDAS PARA EL CONTRATO A CELEBRAR 
(Numeral 7º, Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015). 

Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el Contratista deberá presentar la Garantía 
de cumplimiento en original a la Entidad dentro de los 5 días hábiles siguientes contados a partir de la 
firma del Contrato y requerirá la aprobación de la Entidad. Esta Garantía tendrá las siguientes 
características: 
 

Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, 
a saber: (i) contrato de seguro contenido en una póliza para entidades estatales, (ii) 
patrimonio autónomo, (iii) garantía bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

Gobernación de La Guajira identificada con NIT 892.115.015-1 

Amparos, 
vigencia y 
valores 
asegurados 

 
Amparo Vigencia Valor Asegurado 

Cumplimiento general del contrato y 
el pago de las multas y la cláusula penal 
pecuniaria que se le impongan 

Hasta la liquidación del 
contrato 

10% del valor del 
contrato 

Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e indemnizaciones 
laborales del personal que el 
contratista haya de utilizar en el 
territorio nacional para la ejecución 
del contrato 

Plazo del contrato y tres 
(3) años más. 

5% del valor del 
contrato 

Calidad del Servicio por los perjuicios 
derivados de la deficiente calidad del 
servicio prestado 

Cinco (5) años a partir de 
la fecha de recibo de las 
obras del contrato 
principal, en 
cumplimiento del 
parágrafo del artículo 85 
de la Ley 1474 de 2011 

10% del valor del 
contrato 

 

Tomador  

 Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo 
societario que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la 
Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido 
documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

 No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes 
del consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o consorcio, se debe incluir 
razón social, NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

 Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la 
garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo cual se 
deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de 
participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  



 

 

Información 
necesaria 
dentro de la 
póliza 

 Número y año del contrato  
 Objeto del contrato 
 Firma del representante legal del contratista 
 En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si 

el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

El Interventor está obligado a restablecer el valor de la Garantía cuando esta se vea reducida por razón de 
las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como a ampliar las Garantías en los eventos de adición, 
suspensión y/o prórroga del contrato. El no restablecimiento de la Garantía por parte del Interventor o 
su no adición o prórroga, según el caso, constituye causal de incumplimiento del contrato y se iniciarán 
los procesos sancionatorios a que haya lugar. 
En relación con el amparo de calidad del servicio de la Garantía única de cumplimiento, se tendrá en 
cuenta que el Interventor será responsable por los perjuicios causados a la Entidad producidos con 
posterioridad a la terminación del contrato y que se compruebe tienen origen en una de dos hipótesis: (i) 
mala calidad o precariedad de los productos entregados como resultado de la celebración de un contrato 
estatal y (ii) mala calidad del servicio prestado, siempre y cuando se acredite que éstos son imputables al 
Contratista. 

INDICACIÓN DE SI EL PROCESO DE CONTRATACIÓN ESTÁ COBIJADA POR UN ACUERDO 
COMERCIAL 

(Numeral 7º, Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 
De acuerdo con el Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en procesos de contratación M-
MACPC-06 literal C publicado por Colombia Compra eficiente, las Entidades Estatales no deben hacer este 
análisis para los Procesos de Contratación adelantados por las modalidades de selección de contratación 
directa y de mínima cuantía. Al respecto señala: “Las Entidades Estatales deben determinar en la etapa de 
planeación si los Acuerdos Comerciales son aplicables al Proceso de Contratación que están diseñando y 
en caso de que sean aplicables, cumplir con las obligaciones derivadas de los mismos. Las Entidades 
Estatales no deben hacer este análisis para los Procesos de Contratación adelantados por las modalidades 
de selección de contratación directa y de mínima cuantía.” 

CLAUSULA DE INDEMNIDAD 

Como quiera que el presente estudio previo forma parte integral del futuro contrato a celebrarse por 
parte del Departamento, se entiende incorporada una cláusula de indemnidad conforme a la cual, será 
obligación del contratista mantener indemne a la entidad de cualquier reclamación proveniente de 
terceros que tenga como causa las actuaciones del contratista 

CONVENIENCIA 
Según lo expuesto, resulta conveniente la contratación ya sea persona natural o jurídica idóneo para la 
realización de las actividades presentadas en la necesidad. Se recomienda así aceptar el presente estudio 
de Oportunidad y Conveniencia en los términos y condiciones planteados y que están en concordancia 
con los principios de economía, eficiencia y eficacia 

APROBACIÓN Y FIRMA DE LA SECTORIAL RESPONSABLE: 

 
 
 

SIRLE DIAZ MEJIA  
Secretaria de Obras Públicas Departamental 

 


